
CONFLICTO DE COMPETENCIA/ Conocimiento de proceso ejecutivo de mayor cuantía ajeno al régimen económico del matrimonio, corresponde al Juez Civil del Circuito 
“Como título ejecutivo aportó copia de la escritura pública No. 3.822 del 23 de julio de 2012 (…) por medio de la cual ella y su esposo Luis Fernando Garzón Ramos acordaron que cesaban los efectos civiles de su matrimonio católico, y entre otras cosas liquidaron su sociedad conyugal.

En el parágrafo de la cláusula sexta de ese instrumento, acordaron que el señor John Alejandro Orozo García se comprometía a comprar un apartamento a Lizeth Rocío Ramírez Rojas, por valor de $200.000.000, en el transcurso del año 2012.

Surge de lo expuesto, que la acción incoada no guarda relación con asunto relativo al régimen económico del matrimonio, de acuerdo con el artículo 26 de la ley 446 de 1998 ya citado.

Se trata en efecto de un proceso ejecutivo de mayor cuantía, al que se acumulan otra clase de pretensiones, cuyo conocimiento corresponde a los jueces civiles del circuito en primera instancia, de conformidad con el numeral 1º del artículo 16 del Código de Procedimiento Civil (…)”
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL- FAMILIA

          Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

          Pereira, abril primero (1º) de dos mil dieciséis (2016)
          Radicación No. 66170-40-03-003-2016-00099-01
Decide esta Sala el conflicto de competencia suscitado entre los Juzgados Segundo Civil del Circuito y Tercero de Familia, ambos de esta ciudad, para conocer del proceso ejecutivo por obligación de hacer, que instauró Lizeth Rocío Ramírez Rojas contra Jhon Alejandro Orozco García.

ANTECEDENTES
1.- Con la acción propuesta pretende la demandante se libre mandamiento ejecutivo a su favor y en contra del demandado, para que cumpla las siguientes obligaciones: a) comprarle un apartamento por valor de $200.000.000, a lo que se comprometió por escritura pública No. 3822 del 23 de julio de 2012; b) cancelarle por concepto de perjuicios $4.000.000; c) realizar la compra en el término de tres días, después de la sentencia; d) indexar la suma correspondiente al valor de su obligación a la fecha en que se verifique el pago y e) “Por los intereses moratorios” sobre el estimativo de los perjuicios, por cada mes de retardo en la ejecución del hecho. Además, solicitó se condenara en costas al demandado.
2.- La demanda, que fue presentada el 28 de octubre del año anterior, correspondió por reparto al Juzgado Segundo Civil del Circuito de la ciudad, despacho que mediante auto del 25 de enero pasado la rechazó por falta de competencia. 
Para decidir así, se citaron en forma incompleta algunas disposiciones y se concluyó que del asunto debe conocer un Juez de Familia. Concretamente y para mencionar aquellas íntegramente, el numeral 12, parágrafo 1º del artículo 5º del Decreto 2272 de 1989, según el cual, corresponde a esos funcionarios conocer de los procesos contenciosos sobre el régimen económico del matrimonio y derechos sucesorales; también, el artículo 26 de la ley 446 de 1998 que dice que para los efectos de aquella disposición, se entiende que la competencia de los jueces de familia señalada en aquel precepto comprende, entre otros, la “Controversia sobre la subrogación de bienes o las compensaciones respecto de los cónyuges y a cargo de la sociedad conyugal o a favor de esta o a cargo de aquellos en caso de disolución y liquidación de la sociedad conyugal.” (Literal b, numeral 5º)

3.- El Juzgado Tercero de Familia de esta ciudad, al que le fue asignada la demanda, mediante providencia del 25 de febrero último, suscitó el conflicto negativo de competencia. Argumentó que con la entrada en vigencia de la Ley 1564 de 2012, quedó derogado el Decreto 2272 de 1989, de ahí que la disposición aplicable es el artículo 22 de aquella que enlista los asuntos que son de competencia de los jueces de familia, dentro de los cuales no se encuentra la ejecución sobre obligaciones de hacer que surjan del instrumento público por medio del cual se haya liquidado la sociedad conyugal.
Adujo además, que aunque tiene competencia para conocer sobre subrogaciones o compensaciones, sea a cargo de los cónyuges o compañeros permanentes, o a cargo de la sociedad conyugal o sociedad patrimonial, esa clase de conflictos no se relacionan con el incumplimiento de obligaciones que se exijan por medio de proceso ejecutivo y no se está frente a un conflicto sobre el régimen patrimonial de los cónyuges. Afirmó que de los procesos ejecutivos por obligación de hacer, conocen los jueces civiles de conformidad con el artículo 15 del Código General del Proceso y provocó el conflicto negativo de competencia.
CONSIDERACIONES
1.- Para definir la cuestión, han de aplicarse las normas del Código de Procedimiento Civil y aquellas que se hallaban vigentes para la fecha en que se formuló la demanda, el 28 de octubre del año anterior, fecha para la cual no había empezado a regir en este distrito Judicial el Código General del Proceso que lo fue el 1º de enero de este año.

Lo anterior, de conformidad con el numeral 8º del artículo 625 de ese último código, según el cual: “Las reglas sobre competencia previstas en este código, no alteran la competencia de los jueces para conocer de los asuntos respecto de los cuales ya se hubiere presentado la demanda. Por tanto, el régimen de cuantías no cambia la competencia que ya se hubiere fijado por ese factor...”, y teniendo en cuenta que ha de definirse por medio de esa providencia lo relacionado con la competencia para conocer de un proceso cuya demanda fue instaurada en vigencia del Código de Procedimiento Civil.
2.- La Sala es competente para dirimir el conflicto negativo de competencia suscitado entre los Juzgados Segundo Civil del Circuito de Pereira y Tercero de Familia de la misma ciudad, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 28 del Estatuto Procesal Civil.

Para desatarlo, es necesario comenzar por decir que el juez natural es aquel a quien la Constitución o la ley le otorga facultad de conocer los diferentes asuntos para que los dirima, con lo que se garantiza el derecho al debido proceso consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política, según el cual “nadie podrá ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio” (resaltado ajeno al texto). 


Esa competencia se establece de acuerdo con distintos factores: el objetivo, que guarda relación con la naturaleza o materia del proceso y la cuantía; el subjetivo que responde a la calidad de las partes que intervienen en el proceso; el funcional, a la naturaleza del cargo que desempeña el funcionario que debe resolver la controversia; el territorial, al lugar donde debe tramitarse; y el de conexidad, que depende de la acumulación de procesos o pretensiones. 

Para resolver la cuestión resulta de vital importancia analizar el primero de tales factores, atendiendo a la naturaleza del asunto, pues los jueces enfrentados se han separado del conocimiento del caso por considerar, cada uno, que carece de esa competencia. 

El factor objetivo como se dijo, atiende, en primer lugar, a la naturaleza del asunto, es decir al contenido de la pretensión, por lo cual, se le conoce también como la competencia por razón de la materia, pues atendiendo exclusivamente al tipo de controversia que se ventila se le atribuye la competencia a un determinado juez, sin tener en cuenta ningún otro tipo de consideración. 

3.- Considera la señora jueza de la especialidad civil que del asunto debe conocer el juez de familia porque se está frente a una controversia sobre el régimen económico del matrimonio; este último funcionario se negó a asumir la competencia porque a su juicio, corresponde a la jurisdicción civil el conocimiento de todo asunto que no esté atribuido expresamente a otra especialidad jurisdiccional ordinaria.

El artículo 5º del Decreto 2272 de 1989 que enlista los asuntos de que conocen los jueces de familia, incluye, en el numeral 12, del parágrafo 1º, los procesos contenciosos sobre el régimen económico del matrimonio.

El 26 de la ley 446 de 1998 dice que para los efectos de esa  disposición, se entiende que la competencia de los jueces de familia señalada en aquel precepto, solamente comprende la rescisión de la partición por lesión y nulidad de la misma; las acciones relativas que resulten de la caducidad, inexistencia o nulidad de las capitulaciones matrimoniales; la revocación de la donación por causa del matrimonio; el litigio sobre la propiedad de bienes, cuando se discuta si estos son propios de uno de los cónyuges o si pertenecen a la sociedad conyugal y la controversia sobre la subrogación de bienes o las compensaciones respecto de los cónyuges y a cargo de la sociedad conyugal o a favor de esta o a cargo de aquellos en caso de disolución y liquidación de la sociedad conyugal.
Como se indicara líneas atrás, pretende la demandante se libre mandamiento ejecutivo a su favor y en contra del demandado, para que le compre un apartamento de $200.000.000; le cancele los perjuicios causados; le indexe aquella suma y le reconozca intereses moratorios.

Como título ejecutivo aportó copia de la escritura pública No. 3.822 del 23 de julio de 2012, otorgada en la Notaría Quinta de Pereira, por medio de la cual ella y su esposo Luis Fernando Garzón Ramos acordaron que cesaban los efectos civiles de su matrimonio católico, y entre otras cosas liquidaron su sociedad conyugal.

En el parágrafo de la cláusula sexta de ese instrumento, acordaron que el señor John Alejandro Orozo García se comprometía a comprar un apartamento a Lizeth Rocío Ramírez Rojas, por valor de $200.000.000, en el transcurso del año 2012.

Surge de lo expuesto, que la acción incoada no guarda relación con asunto relativo al régimen económico del matrimonio, de acuerdo con el artículo 26 de la ley 446 de 1998 ya citado.
Se trata en efecto de un proceso ejecutivo de mayor cuantía, al que se acumulan otra clase de pretensiones, cuyo conocimiento corresponde a los jueces civiles del circuito en primera instancia, de conformidad con el numeral 1º del artículo 16  del Código de Procedimiento Civil que se la otorga para conocer de los procesos contenciosos que sean de mayor cuantía.
En consecuencia, se dirimirá el conflicto atribuyendo la competencia para conocer de este proceso al despacho judicial de la especialidad civil, al que se remitirá el expediente para que proceda a impartirle el trámite que corresponda. 

Por lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, 

RESUELVE:

Dirimir el conflicto de competencia suscitado en el sentido de declarar que es la señora Jueza Segunda Civil del Circuito de Pereira, la competente para asumir el conocimiento del proceso a que se refiere este proveído.

Remítase copia de esta decisión al Juzgado Tercero de Familia de esta ciudad.

Notifíquese y cúmplase,

La Magistrada,

                    CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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